
La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares, en tal caso, 
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siguiente versión pública.























4) De acuerdo a las supervisiones de equipos técnicos de SIBASI, el doctor José Edgardo 

Marroquín Hemández firmó anticipadamente el libro de asistencia para los días 27 y 28 

de mayo de 201 O, pues no se encontraba en su lugar de trabajo, pese a que el libro estaba 

firmado. Asimismo, los días 14 y 15 de junio de 2010 no se presentó a trabajar, sin 

embargo, el día 14 de junio de 2010 el libro está firmado, no obstante el denunciado aún 

estaba gozando de su permiso (fs. 13, 50 y 59). 

5) El denunciado salió del país el día 26 de mayo de 201 O y regresó el dia 16 de junio del 

mismo año (/s. 93 y 97). 

6) Al denunciado se le aplicó descuento en su salario por ausencias injustificadas los días 

28 de mayo, 15 y 16 de junio, todos del 201 O (fs. 91, I 05 y 108). 

JU. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

En esta fase de análisis corresponde, por parte del Tribunal, calificar jurídicamente los 

hechos fijados probatoriamente, examinándolos de manera jurídica hasta llegar a la resolución del 

caso planteado, lo que sólo se puede hacer partiendo de los hechos probados. 

La exposición del derecho aplicable no se satisface coa la mera enunciación del tipo 

administrativo sancionador, sino que es necesario que se interpreten los preceptos para conocer 

cuáles han sido las razones de su aplicación. 

Antes de analizar si con los hechos probados hubo una transgresión a la disposición de la 

Ley de Ética Gubernamental, calificada de forma provisional, es necesario hacer algunas 

consideraciones previas: 

l. Competencia. 

Como derivación del principio de legalidad, establecido en el inciso tercero del articulo 

86 de la Constitución, en virtud del cual "los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo 

y no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley", toda actuación de la 

Administración pública debe sujetarse al ejercicio de una competencia previamente atribuida por 

el ordenamiento jurídico. 

Manuel María Diez define la competencia como el "conjunto de atribuciones, poderes o 

facultades que le  corresponden a un órgano en relación con los demás" (Manual de Derecho 

Administrativo. p. 123). 

Entre las potestades que puede atribuirse a los entes administrativos, destaca la 

denominada potestad sancionadora de la Administración pública, reconocida por el artículo 14 de 
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Tribunal, pues al trascender de este límite habrá otros tipos de sanciones en otras áreas del 

ordenamiento jurídico que ya no son de su competencia. 

Cuando se habla de ética pública se refiere sencillamente a la ética aplicada y puesta en 

práctica en los asuntos del Estado. Es una ética aplicada a los servidores públicos, es decir, a 

personas que ocupan un cargo o empleo público. 

La ética pública se refiere, entonces, a las actuaciones realizadas por los servidores 

públicos en el cumplimiento de sus funciones y deberes. 

3. En cuanto al deber ético de cumplimiento. 

El cwnplimiento a la luz del derecho administrativo, según lo apunta el jurista Miguel 

Marienhoft� debe entenderse mediante la siguiente relación: los funcionarios y empleados 

públicos tienen "deberes" que cumplir, deberes cuya índole guardan armonía con el objeto o 

contenido del contrato de la función o del empleo público que se realiza. Así, el deber básico de 

todo agente público es cumplir la función o empleo que se le ha encomendado, debe pues 

dedicarse a l  cargo en cuestión de fonna diligente. 

Para efectos de definir y delimitar bajo que términos debe entenderse el cumplimiento del 

deber de los servidores públicos a efectos éticos, que ordena el artículo 5 letra b) de la LEG, el 

Tribunal deja claro que solo serán aquellos deberes que le son exigibles en razón del cargo o 

empleo público que ejerce el servidor público denunciado. 

El término debe entenderse de esta forma, porque la Administración está regida por una 

cuantiosa cantidad de nonnas, las cuales no pueden exigirse indistintamente a cada funcionario 

público, a menos que sean normas que de manera específica coadyuven al ejercicio de la función 

o empleo público que se ejerce. 

En los anteriores términos, todo servidor público debe actuar con claro sentido del deber 

que le corresponde para el cumplimiento del fin público que compete a la institución a la  que 

sirve y de las consecuencias de su actuación en relación con ese cometido institucional. El 

servidor público debe hacer un esfuerzo honesto para cumplir adecuadamente sus deberes. 

Cuanto más elevado sea el cargo que ocupa un servidor público, mayor es su responsabilidad para 

el cumplimiento de las funciones encomendadas por la Ley. 

Además el legislador espera que el servidor público cumpla los deberes con buena fe. El 

profesor Jaime Arrubla Paucar, expresa: "La buena fe es un concepto ético de antiquísima 

aparición, que ilustra instituciones filosóficas morales y juridicas, y que se halla en permanente 

evolución. Es un concepto dinámico y no estático; aunque mantiene su idiosincrasia como base, 
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En ese orden de ideas, el art. 56 del Reglamento Interno de Recursos Humanos del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social señala que "Todo servidor público del Ministerio, 

debe asistir con puntualidad a su trabajo y registrar en forma personal su asistencia, quedando 

estrictamente prohibido registrar la asistencia de otra persona .. . . .  " 

El art. 48 de la Nonnas Técnicas de Control Interno Específicas del Ministerio de Salud 

Pública y Asistencia Social establece que "La Unidad de Administración y Desarrollo de 

Recursos Humanos, en el Nivel Superior y el Departamento de Recursos Humanos, en el Nivel 

Regional respectivamente, serán los responsables de implementar los mecanismos de control de 

asistencias necesarios en forma mecanizada o manual, de acuerdo a la naturaleza de las funciones 

de cada cargo y a su disponibilidad financiera, de tal manera que ofrezcan seguridad razonable 

para el resguardo y verificación posterior de la infoffilación. 

La asistencia, puntualidad y permanencia en el lugar de trabajo será responsabilidad del 

Jefe inmediato. Asimjsmo, las licencias, pennfaos y misiones oficiales, deberá tramitarlos cada 

empleado oportunamente, de confoffilidad a las disposiciones legales aplicables". 

El art. 99 No. 2 de las Disposiciones Generales de Presupuestos incluso señala que "Las 

faltas de asistencia no justificadas se sancionarán con la pérdida del doble del sueldo 

correspondiente al tiempo faltado, pero si dichas faltas excedieren de dos en un mismo mes, el 

exceso se sancionará con el descuento del doble de los que correspondería de acuerdo con lo 

dispuesto anteriormente. lguales sanciones se aplicarán a quienes se retiren de su trabajo sin 

licencia concedida en legal fonna. Las faltas por audiencias o periodos de días continuos se 

considerarán como una sola falta, pero la sanción se aplicará a todo el tiempo faltado. AJ 

computar el tiempo faltado, no se tomará en cuenta los días inhábiles". 

El art. 31 letras a) y b) de la Ley del Servicio Civil establecen que "Además de los que 

establezcan las leyes, decretos, reglamentos especiales, son obligaciones de los funcionarios y 

empleados públicos o municipales: a) Asistir con puntualidad a su trabajo en las audiencias 

señaladas y dedicarse a él durante las horas que correspondan según las leyes y reglamentos 

respectivos; b) Desempeñar con celo, diligencia y probidad las obligaciones inherentes a su cargo 

o empleo". 

De acuerdo al art. 17 de la Le.y de Asuetos, Vacaciones y Licencias de los Empleados 

Públicos, de toda falta de asistencia y de toda licencia deberá darse cuenta al Jefe de la unidad 

primaria correspondiente y a la Corte de Cuentas de la República. Asimismo, el art. 19 de la 

misma ley establece que no se concederá licencia para ausentarse o dejar de concurrir diariamente 
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En el mismo orden de ideas, la ética pública constituye un instrumento de la 

modernización administrativa, pues se mueve en la frontera con la Ley y el Derecho, ya que hace 

referencia a valores objetivos que trascienden a la persona y que describen el comportamiento de 

los individuos; supone la existencia de valores que van más allá del Derecho, el cual no es 

suficiente para cubrir y remediar los perjuicios de lo que no es conforme a los cánones de una 

buena administración. Asi la ética pública refuerza las condiciones de credibilidad en la propia 

Administración Pública y en sus agentes (Rodríguez-Arana Muñoz, la Ética en la 

Administración Pública, p. 17-20). 

En los anteriores términos, todo servidor público debe actuar con claro sentido de los 

deberes que le corresponden para el cumplimiento del fin público que compete a la institución a 

la que sirve y de las consecuencias de su actuación en relación con ese cometido institucional. El 

servidor público debe hacer un esfuerzo honesto para cumplir adecuadamente sus deberes. 

Cuanto más elevado sea el cargo que ocupa un servidor público, mayor es su responsabilidad para 

el cumplimiento de las funciones encomendadas por la Ley. 

Es decir que el doctor José Edgardo Marroquín Hernández. en su carácter de Director de 

la Unidad de Salud de El Paisnal, departamento de San Salvador debió actuar con honestidad en 

el cumplimiento de su asistencia y su horario de trabajo, sobre todo por el cargo que ejercía 

dentro de la Unidad de Salud que presidía como responsable de la misma y de los servicios 

públicos que en ella se prestan. 

Por todo lo anteriormente expuesto, de acuerdo con la prueba aportada y la delimitación 

de los hechos probados, este Tribunal concluye que en el presente procedimiento administrativo 

sancionador existen las pruebas suficientes para alterar la presunción de inocencia del denunciado 

y, por lo tanto, se ha demostrado que el servidor público José Edgardo Marroquín Hernández, 

mientras ejerció su cargo de Director de la Unidad de Salud de El Paisnal, departamento de San 

Salvador, no asistió a laborar los días 27 y 28 de mayo de 201 O y 15 de junio de 201 O, sin contar 

con el penniso para tales efectos, y firmando anticipadamente el libro de asistencia en esas 

fechas, como si en realidad se hubiera presentado a su lugar de trabajo, vulnerando por lo tanto 

el deber ético de cúmplimiento regulado en el art. 5 letra b) de la Ley de Ética Gubernamental. 

IV. FUNDAMENTO DE LA SANCIÓN APLICABLE 

Concluido el análisis de los presupuestos fácticos y jurídicos, que constituyen el 

fundamento de la imposición de la sanción, corresponde ahora detenninar la sanción a aplicar. 

Los artículos 25 de la LEG y 63 del Reglamento de la misma establecen que el Tribunal 

sancionará con amonestación escrita al servidor público que, en su condición de tal, falte y/o 
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